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TÍTULO PRIMERO:

FUNDAMENTOS TEÓRICOS












CAPÍTULO 1

EL GESTOR INMOBILIARIO. CONCEPTO Y GENERALIDADES






El
gestor inmobiliario es una persona, natural o jurídica, que en
nombre propio o ajeno, realiza una función de intermediación entre
quienes desean efectuar un negocio jurídico con un bien
inmueble.

Respecto
de este concepto es necesario hacer algunas precisiones.

En
primer lugar, aclarar que cuando se dice que es una persona
“natural” o “jurídica”, nos estamos refiriendo a que puede tratarse
de un individuo de la especie humana considerado como tal, o de una
empresa. Ambos son “personas” desde el punto de vista legal, y como
consecuencia de ello, titulares de derechos y obligaciones. De los
primeros se dice que son “personas naturales”, y de los segundos
“personas jurídicas”.

En
segundo lugar, la expresión “en nombre propio o ajeno” quiere decir
que la actuación puede ejecutarla el gestor por sí mismo, o como
emisario o mandatario de otro u otra.

Cuando
decimos que el gestor actúa "en nombre propio", nos referimos a que
lo hace a título personal, es decir, sin representar a nadie sino a
sí mismo como persona, como individualidad. Ocurre lo contrario,
cuando decimos que el gestor actúa en nombre ajeno, caso en el cual
sus actuaciones se hacen "en nombre" de una tercera persona,
natural o jurídica.

Esto,
que a primera vista aparenta ser algo sencillo, tiene su
importancia en función de determinar quién o quiénes serán las
personas que quedarán obligadas con la intermediación del gestor.
Cuando el gestor actúa a nombre propio, es obvio que se obliga él
individualmente, mas, cuando lo hace a nombre de otro (persona o
empresa) es el otro el que queda obligado, no él.

Vamos a
tratar de explicar un poco más este punto.

Una
obligación es un lazo jurídico, legal, que une a una persona con
otra. El inquilino de un apartamento está obligado con su
arrendatario a pagarle las cuotas de arrendamiento, a cumplir con
las estipulaciones de la comunidad de vecinos, a mantener al día
los servicios cuyo pago haya asumido, y a no deteriorar el inmueble
que se le ha confiado para su uso. Esos son ejemplos de
obligaciones.

Otro
ejemplo de obligación sería el caso del comprador de un inmueble
que pide al Banco un préstamo para pagarlo. Queda obligado con el
Banco, durante el tiempo estipulado en el contrato, a satisfacer en
tiempo y en forma las cantidades correspondientes a la amortización
del capital más los intereses.

Ejemplo
de una obligación contraída por un gestor inmobiliario sería la de
aquel que conviene con el propietario de un inmueble en buscarle un
comprador o un arrendatario con unas condiciones previamente
establecidas. El incumplimiento de esta obligación daría lugar a
que el propietario pudiera exigir responsabilidades al
gestor.


Supongamos que un propietario le confía su inmueble a un
gestor inmobiliario a través de un contrato, con la exigencia de
que se lo arriende solo a una pareja sin niños y sin mascotas, y
resulta que el gestor hace caso omiso de ello y lo arrienda a una
familia numerosa, con cuatro niños, dos abuelos, tíos, perros,
gatos y loros, y que aún por encima le dejan el inmueble
deteriorado cuando se marchan al finalizar el contrato.


Independientemente de la responsabilidad de los inquilinos
ante el propietario del inmueble, aquí surge también una
responsabilidad por parte del gestor. Podrá ser demandado por el
propietario por incumplimiento de contrato, y tendrá que hacer
frente a las consecuencias y daños que se deriven de su
comportamiento. El incumplimiento de su obligación produjo un daño,
y para el derecho "todo aquel que cause un daño a otro está
obligado a repararlo". Este es un principio universal del
derecho.

Si en
este caso concreto, el gestor actuaba en nombre propio, será él
personalmente quien tenga que asumir las consecuencias de sus
actos. Mas, si el gestor actuó en nombre de un tercero, será aquel
quien asuma la responsabilidad del incumplimiento
obligacional.













Aclararemos ahora lo que se debe entender por “negocio
jurídico”.

Tal
concepción se refiere a un pacto o convenio realizado entre dos o
más partes, cuya finalidad es la de producir consecuencias y
efectos legales.


Cualquier persona que no se encuentre afectada por una
limitación legal, puede realizar pactos o convenios destinados a
producir efectos jurídicos, o lo que es lo mismo pero dicho de otra
manera; puede contratar. Ejemplo de personas limitadas para
contratar son los menores de edad y los discapacitados mentales,
entre otros.

Un
contrato es un convenio entre dos partes destinado a producir
consecuencias legales. Es una forma de crear leyes, si se toma al
pié de la letra eso que se dice de que el contrato es "ley entre
las partes". Los contratantes deben respetar el contrato tal y como
respetan al resto de las leyes. Las cláusulas, o partes de un
contrato, son normas jurídicas de obligado cumplimiento para los
intervinientes. Siempre y cuando tales cláusulas no contradigan lo
dispuesto en el ordenamiento jurídico vigente. No sería válido un
contrato de arrendamiento en el que se estipule, por poner un
ejemplo, que una casa se tenga que destinar exclusivamente a la
venta de drogas, a la prostitución, o a cualquier otra actividad
prohibida por las leyes.

Por
último, y esto es muy importante, aclarar lo que se debe entender
por "bien inmueble".

Lo
primero es definir qué son. ¿Qué es un bien?

Un bien
es un objeto o una cosa que tiene una utilidad, y que es
susceptible de ser valorado económicamente. Esa es la
concepción.

Existe
una multitud de clasificaciones de los bienes. La que aquí nos
interesa es la que los separa en “muebles” o
“inmuebles”.

¿Qué son
los bienes inmuebles?

Una
noción sencilla nos explica que son los que no se pueden desplazar
de un lugar a otro sin perder su esencia, su substancia.

No te
puedes llevar una casa de un lugar a otro sin destruirla (a menos
que se trate de una casa rodante, claro está). No puedes
transportar un terreno de lugar. No podrías quitar un apartamento
de un edificio para colocarlo en otro.

A los
bienes inmuebles también se les suele llamar “bienes raíces”,
porque se considera que están adheridos al suelo, atados al piso
con una raíz, como los árboles.

¿Y los
bienes muebles, qué son?

Por
contrapartida, se considera que son bienes “muebles” los que sí se
pueden desplazar de un lugar a otro sin que por ello pierdan su
esencia.

No deja
un televisor de ser lo que es porque lo traslades desde la tienda
hasta tu casa, a menos que por el camino se te caiga y se
dañe.

¿Cuáles
son entonces los bienes inmuebles y cuáles los muebles?

Son
bienes “inmuebles” las casas, los edificios, los apartamentos, los
terrenos y las fincas. Por contrapartida, los bienes “muebles” son
los muebles propiamente dichos (sofás, sillones, sillas), los
electrodomésticos (televisores, planchas, radios, ordenadores,
etc.), las camas, comedores, bibliotecas, etc.

También
se considera bienes muebles a los vehículos automotor, las
embarcaciones de todo tipo (barcos, yates, lanchas, etc.), y las
naves y aeronaves (aviones, avionetas, cohetes, etc.). Estos se
diferencian del resto de bienes muebles en su elevado valor
económico. Precisamente por eso, tienen un régimen de registro del
que no gozan los demás (registro automotor para los vehículos;
registro de naves y aeronaves; registro de la marina mercante para
los barcos, etc.) Se dice que estos son una especie de “bienes
muebles registrables”.

Decir
también que hay determinado tipo de bienes muebles que aún siéndolo
por su naturaleza, las leyes los consideran inmuebles. Tal es el
caso, por poner un ejemplo, de los bienes muebles adheridos a una
casa o apartamento, como la cocina empotrada o las instalaciones
eléctricas o sanitarias, que son considerados inmuebles por su
destinación.

¿Cuál es
la importancia de esta distinción?

El
elemento de mayor trascendencia en cuanto a la consideración de un
bien como mueble o inmueble, radica en cómo se realiza la
comprobación de quién o quiénes son los titulares de los derechos
que sobre ellos pesan en un momento determinado, es decir, quiénes
son sus dueños o legitimados a utilizarlos.

En
materia de bienes inmuebles, se considera que el propietario es el
que así aparece como tal en el registro de la propiedad
inmobiliaria. Existe un registro específico de los derechos sobre
los bienes inmuebles.

En
cuanto a los bienes muebles se refiere, se considera su propietario
a aquella persona que lo posee, al que lo detenta materialmente,
con la excepción de los bienes muebles registrables que señalamos
anteriormente.

No
habría que ir a ningún registro a averiguar quién es el propietario
de un televisor, un teléfono o una consola, porque simple y
llanamente tal registro no existe.

Se dice
que en cuanto a los bienes muebles se refiere, la posesión equivale
al título. Es decir, que el poseedor es el titular del derecho
sobre el bien, salvo prueba en contrario, obviamente. No se podría
considerar titular del derecho de propiedad sobre mi teléfono
móvil, por el simple hecho de detentarlo materialmente, al ladrón
que me lo sustrajo, o a la persona que se apropió indebidamente de
él. Por eso se dice lo de “salvo prueba en contrario”.












Sobre
los bienes, cualesquiera que estos sean, existen "derechos". ¿Qué
son estos derechos?

Los
derechos son entidades abstractas, creaciones de la mente humana.
Son una especie de "ideas". No son objetos que se puedan palpar o
tocar, como una silla o un vaso, sino formas de apreciación de la
realidad. ¿Cómo es esto?

Vamos a
tratar de explicarlo.

Los
humanos apreciamos el mundo que nos rodea a través de ideas, de
nociones, que no son otra cosa que conceptos. Hay conceptos
abstractos y conceptos concretos. Ejemplo de un concepto concreto
sería el de una silla. Cuando pienso en una silla sin mirarla, me
viene a la mente la noción de un objeto de cuatro patas con un
lugar para sentarse y un espaldar. Eso es concreto. Pero cuando
pienso en un derecho, no me viene a la mente un objeto concreto,
definible, sino una "idea", una noción que puedo conceptualizar
solo a través de determinadas características. Ese es un concepto
abstracto.

No es lo
mismo el derecho en sí mismo que el bien sobre el cual recae. Son
dos cosas muy distintas. Una cosa es una casa y otra muy diferente
el derecho de propiedad sobre ella. Es muy importante tener
presente esta diferencia.

Vamos a
tratar de demostrarlo con un ejemplo.

Una
persona compra un teléfono móvil en una tienda. Va con él a un
supermercado y lo deja olvidado en una estantería.


Pregunta:

¿Dónde
está el teléfono?


Respuesta:

En la
estantería.


Pregunta:

¿Dónde
está el derecho de propiedad sobre el teléfono?


Respuesta:

Lo posee
el comprador olvidadizo.

Si una
tercera persona se encuentra el teléfono y lo lleva consigo a su
casa, no se lleva el derecho de propiedad con él, sino el teléfono,
que no es lo mismo.

¿Eh?
¿Cómo es esto?

¿Y
entonces? ¿Dónde está el derecho? ¿Estará en el bolsillo del
comprador? ¿Formará parte del teléfono? No. Ninguna de las dos
respuestas es correcta.

El
derecho de propiedad sobre el teléfono está en la mente del
comprador. Es una idea suya. Pero no es una idea simple y solo eso,
sino una forma de apreciación de la realidad que puede probar. Una
idea a la cual las leyes atribuyen validez y eficacia jurídica, y
en cierta forma, existencia propia.

Algunos
podrán decir que el derecho está en la factura emitida por el
vendedor, pero no es cierto y lo podemos demostrar. La factura, o
el ticket de compra, solo son la prueba de la existencia del
derecho, pero no el derecho en sí mismo. Si fuera así, al
extraviarse la factura o el ticket de compra, se perdería el
derecho, y no es así.

Si al
comprador se le extravía la factura o el ticket de compra, lo único
que tiene que hacer es acudir a la tienda donde compró el teléfono
y solicitar una copia. Y si la tienda no se la puede dar porque ha
cerrado o la extraviaron, podrá acudir a otro tipo de pruebas para
demostrar la existencia del derecho, como la de testigos por
ejemplo.

Como se
ve, los derechos son entidades abstractas, como se dijo al
principio. Concepciones de la mente humana a las que las leyes
dotan de existencia propia, autónoma, independiente, y que
atribuyen determinado tipo de facultades a sus
titulares.












Estos
"derechos" de los que aquí venimos hablando, no pueden existir
solos, por sí mismos, desligados de un titular. No se para uno en
la ventana de su casa a mirar los derechos pasearse por allí, como
si de una persona o animal se tratase (a menos que quieras que te
internen en un hospital psiquiátrico).

Todos
los derechos recaen sobre unos bienes. Dicho de otra forma; todos
los bienes tienen sobre sí unos derechos, y a su vez, estos son
propiedad de alguien, de una persona. No existe ningún bien,
entendido como tal, sobre el que nadie tenga algún
derecho.


Repetimos: todos los bienes, sean muebles o inmuebles, tienen
sobre sí unos derechos de los que alguien es titular.

Se trata
de un trío indivisible: derecho - bien - persona
titular.

Las
personas no tienen "bienes" en sentido estricto, sino "derechos"
sobre ellos.

¿Un
diamante que nadie ha encontrado es propiedad de
alguien?

La
respuesta es no, porque ni siquiera es un bien considerado como
tal. Como dijimos en su momento, para que un objeto sea considerado
como “bien”, debe tener una utilidad y ser susceptible de
valoración pecuniaria.

¿Cómo va
a tener utilidad un diamante que nadie ha encontrado? Eso sería
como estar enamorado sin saber de quién. Al momento que alguien
encuentre el diamante comenzará a ser un bien, no antes. Solo así
podrá ser considerado como un objeto útil y será susceptible de
valoración económica. Hasta entonces solo será una piedra más de
las cientos de miles de millones que hay en nuestro
planeta.












Los
derechos sobre los bienes, según la concepción que venimos
manejando, atribuyen “facultades” a quienes los poseen.


Dependiendo del derecho que se tenga, será la facultad que el
mismo atribuya a su titular.

No tiene
las mismas facultades sobre una casa su propietario que su
arrendatario.

¿Cuáles
son esas facultades que atribuyen los derechos a sus
titulares?


Únicamente tres. A saber:

1.- El
derecho de uso.

2.- El
derecho de usufructo.

3.- El
derecho de abuso.

Como se
puede observar, a pesar de que se ha hablado de ellas como
“facultades”, en realidad también son a su vez “derechos”. Vamos a
tratar de definirlas.

El
derecho de uso, como su nombre lo indica, es aquel que atribuye a
su titular la facultad de usar el bien; de utilizarlo.

El
propietario de una casa o de un apartamento tiene el derecho de
usarlo, pero se lo puede ceder temporalmente a otra persona a
través de un contrato, como sería el caso de un
arrendatario.

En tal
eventualidad, el propietario perdería temporalmente el derecho de
uso mientras dure el contrato de arrendamiento. El propietario no
podrá usar el bien por muy suyo que sea, mientras se encuentre
vigente el contrato. Ha transferido su derecho de uso a otra
persona.

El
derecho de usufructo es el derecho de percibir los frutos que
produzca un bien.

En el
mismo ejemplo anterior, el propietario de la casa o apartamento en
cuestión, tiene el derecho de percibir los frutos que produzca el
mismo, en este caso, el canon de arrendamiento. Esos son los
frutos. También podría ceder este derecho a un tercero, en este
caso a su arrendatario, permitiéndole a su vez subarrendar el
inmueble.

Por
último, en cuanto al denominado derecho de abuso, decir que es el
derecho de hacer con el bien aquello que nos venga en
gana.

El
propietario de la casa o apartamento de que venimos hablando,
podría hacer con ella lo que quisiese, con la única limitación de
lo que le impongan las leyes. Si se trata de una casa, podría
pintarla de colores fluorescentes, ponerle el techo de vidrio,
cambiar la distribución de los espacios interiores, o incluso
destruirla total o parcialmente si así lo desea. Pero si se trata
de un apartamento, no podría destruirlo por estar adherido a un
edificio.

Hacer
todo lo que le venga en gana no es una expresión que se deba tomar
al pie de la letra. Tiene su limitación en aquello que prohíban las
leyes. No podría el propietario de una vivienda modificar su
fachada a su antojo si así se lo prohíbe expresamente una ordenanza
municipal. Tal sería el caso, por poner un ejemplo, de algunas
viviendas con fachadas consideradas de interés histórico o
cultural.

Existen
otros derechos sobre los bienes, como la hipoteca o la prenda, que
además de serlo también son a su vez contratos, y que atribuyen a
sus titulares la facultad de disponer de ellos en caso de
incumplimiento de una obligación principal. De esto se hará una
exposición detallada más adelante.

Una vez
realizadas estas aclaratorias, decir que de aquí en adelante
centraremos nuestro estudio en los denominados "bienes inmuebles"
(edificios, casas, pisos, apartamentos, fincas y terrenos), en los
derechos que sobre ellos recaen, en las distintas clases de
negocios jurídicos que con ellos podemos realizar, y en las
técnicas de ventas y comercialización. Este será nuestro objeto de
estudio.












Con los
"derechos" que las personas tenemos sobre los bienes inmuebles, se
pueden realizar diversos tipos de "negocios jurídicos". No se
realizan las transacciones con los bienes considerados como tal,
sino con los “derechos” que sobre ellos recaen.

Hay que
distinguir entre nuestra forma de hablar del día a día de lo que
realmente ocurre. Cuando vamos a una cafetería, por poner un
ejemplo, no le decimos al encargado que nos traslade el derecho de
propiedad sobre un café para ejercer sobre él el derecho de uso y
abuso, sino simplemente que nos dé un café, o que nos venda un
café. Pero en realidad lo que sucede es lo primero. Si a un cliente
se le ocurre pedir que le sirvan un café diciendo lo primero, lo
menos que le puede ocurrir es que lo tomen por chiflado, por
mentecato, o por imbécil.

Sin
embargo, para quienes nos vayamos a dedicar a esta actividad, es
muy importante tener meridianamente claras estas nociones. Nos
servirán para entender bien los vericuetos y entresijos del
submundo de los negocios inmobiliarios.

Si no
has entendido bien lo que has leído hasta ahora, vuélvelo a leer
una vez más y las que sean necesarias hasta que lo tengas asimilado
plenamente. Es solo una sugerencia que más adelante me
agradecerás.

¿Ya lo
hiciste? Pues continuemos.












CAPÍTULO 2

PRINCIPALES NEGOCIOS JURÍDICOS QUE SE PUEDEN REALIZAR CON LOS
DERECHOS QUE RECAEN SOBRE LOS BIENES INMUEBLES






Los
principales negocios jurídicos que podemos realizar con los
derechos que recaen sobre los bienes inmuebles son:

1.- La
venta.

2.- El
arrendamiento.

3.- La
permuta.

4.- El
comodato o préstamo de uso.

5.- La
donación.

6.- La
hipoteca.












1.- LA VENTA:






Es un
contrato mediante el cual una persona llamada “vendedor” se obliga
a transferir a otra llamada “comprador”, EL DERECHO DE PROPIEDAD
sobre un bien inmueble a cambio de una cantidad de
dinero.

Como se
puede apreciar en el enunciado de este capítulo, no son los bienes
como tal lo que se transfiere, sino los derechos sobre ellos, en
este caso el de propiedad. Los negocios jurídicos no se realizan
sobre los bienes como tal, sino sobre los derechos que sobre ellos
recaen. Esto es algo que tenemos que tener muy presente.

¿Qué es
entonces el derecho de propiedad?

El
derecho de propiedad es aquel que atribuye a su titular la
totalidad de facultades que se puede ejercer sobre un
bien.

Es el
único de los derechos que recaen sobre los bienes, que confiere a
su titular la totalidad de las facultades que se pueden ejercer
sobre él. Ya sabemos que estas facultades son el derecho de uso, el
derecho de usufructo y el derecho de abuso.

Solo el
titular del derecho de propiedad puede realizar este negocio
jurídico. Esto, que parece una obviedad, presenta cierta
complejidad en determinados supuestos. Lo primero es la
determinación de la titularidad del derecho. ¿Quién es el titular
del derecho de propiedad sobre un bien inmueble? ¿Cómo lo podemos
saber?

Si hemos
leído con atención el capítulo anterior, sabremos que el titular
del derecho de propiedad sobre un bien inmueble es el que así
aparece como tal en el registro de la propiedad de los bienes
inmuebles.

Pero
esto no siempre es así. Se nos pueden presentar algunas situaciones
complejas que bien vale la pena analizar.

El
primer problema con el que nos podemos topar es que el bien
inmueble no se encuentre registrado. ¿Cómo se hace en estos
casos?


Corresponde al vendedor solventar esta situación. El vendedor
tendrá que registrar el bien inmueble a su nombre si desea
venderlo. No se debe intentar hacer negocios con un bien inmueble
que no se encuentre registrado. El registro es lo único que dará
confianza al comprador y al gestor inmobiliario de que el derecho
de propiedad que se quiere transmitir pertenece a aquel de quien
dice ser. Es para eso precisamente que existe el registro de bienes
inmuebles; para dar confianza en el tráfico jurídico de los
derechos sobre ellos.

En
segundo lugar, podemos encontrarnos también con la situación de un
bien inmueble que no tenga un solo titular, sino varios. Huelga
decir que todos tendrían que estar dispuestos a venderlo para que
se pueda llevar a cabo la negociación.

Puede
ocurrir que se trate de un bien heredado. Solo cuando los herederos
decidan realizar la partición de la comunidad hereditaria se podrá
vender el bien. También puede ocurrir que el bien forme parte de
una comunidad conyugal, o de una sociedad mercantil. En todos estos
casos, tiene que haber autorización expresa de todos los
copropietarios para que el bien se pueda vender.

Por
último, comentar que nos podemos encontrar también con la situación
de que el bien inmueble objeto del negocio se encuentre gravado con
un derecho de hipoteca. En este caso, solo se podrá vender el bien
si antes se libera la carga del derecho hipotecario, o si así lo
autoriza expresamente el titular del derecho de hipoteca. No es que
no se pueda vender el bien si está hipotecado, sino que las partes
contratantes y cualquier tercero interesado tienen que dar su
autorización. De lo contrario, ¿cómo se le quedaría la cara al
comprador si después que ha realizado el negocio se entera que el
piso o casa que compró está hipotecado?

Por otra
parte, decir que es muy importante que el vendedor reciba a cambio
de la transferencia del derecho de propiedad, una cantidad de
dinero y no otra cosa (un bien o una gestión humana). De lo
contrario estaríamos hablando de otro tipo de negocio jurídico y no
de una venta como tal.












2.- EL ALQUILER O ARRENDAMIENTO:






Es un
contrato mediante el cual una persona transfiere a otra el DERECHO
DE USO sobre un bien inmueble determinado, a cambio del pago de un
canon.

Solo
aquel que posee la titularidad de un derecho puede transferirlo.
Esto es una obviedad. Sin embargo, la traemos a colación a
propósito de explicar lo siguiente.

En
principio, el derecho de uso sobre un bien determinado corresponde
en exclusiva al titular del derecho de propiedad. Pero esto no
tiene que ser siempre así por fuerza. Un tercero no titular del
derecho de propiedad podría transferir el derecho de uso sobre el
bien. Es el caso del arrendatario que ha sido autorizado
previamente por el propietario a subarrendar. También es el caso de
aquel a quien se le ha dejado el bien para su uso y disfrute sin
limitaciones.












3.- LA PERMUTA:






Es un
contrato mediante el cual cada una de las partes contratantes se
obliga a transferir a la otra EL DERECHO DE PROPIEDAD sobre un
bien.

Este
contrato es conocido vulgarmente como trueque.












4.- EL COMODATO O PRÉSTAMO DE USO:






Es un
contrato mediante el cual una persona le transfiere a otra EL
DERECHO DE USO sobre un bien inmueble determinado, sin que medie a
cambio ningún tipo de contraprestación.

Es
decir, que este es un contrato por el cual una persona le cede a
otra el derecho de usar un bien inmueble determinado sin cobrarle
nada a cambio. De gratis.












5.- LA DONACIÓN:






Es un
contrato mediante el cual una persona transfiere EL DERECHO DE
PROPIEDAD sobre un bien inmueble a otra, de forma gratuita, es
decir, sin recibir nada a cambio.












6.- LA HIPOTECA:






Es un
contrato por el que se constituye un derecho a favor de un tercero
para garantizar el cumplimiento de una obligación principal. Se
dice que es un derecho supeditado al cumplimiento de una obligación
principal, de la cual depende. Extinguida la obligación, se
extingue a su vez la hipoteca.

Su
importancia radica en que si el deudor incumple sus obligaciones,
el titular del derecho de hipoteca puede hacerla ejecutar
judicialmente pidiendo a un tribunal el remate del bien
hipotecado.












CAPÍTULO 3

EL GESTOR INMOBILIARIO COMO PERSONA NATURAL







Cualquier persona, sin limitaciones legales derivadas de su
edad o condición mental, puede dedicarse al negocio de la
intermediación inmobiliaria. No se requiere estar en posesión de
titulación académica específica. Se necesita, como no podía ser de
otra manera, de algunas nociones fundamentales que el ejercicio irá
incrementando y perfeccionando, pero no se requiere estar en
posesión de un título universitario.

Es obvio
que un licenciado en ciencias empresariales, economía, derecho o
sus similares, tendrá muchísimo más conocimiento del mundo
inmobiliario que una persona que no ha obtenido tales formaciones.
Sin embargo, lo que queremos dejar sentado es que cualquiera que se
quiera dedicar a este tipo de actividad, puede hacerlo sin la
limitación que implica el ejercicio de otro tipo de ocupación
humana.

Para
ejercer la defensa de un ciudadano ante un tribunal se requiere
estar en posesión del título de abogado, para operar a un paciente
en un quirófano se requiere tener el título de médico. Eso solo por
poner dos ejemplos. Para intermediar entre dos personas que
necesitan hacer un negocio inmobiliario no hay que tener más que la
voluntad y las ganas de hacerlo.

Esto que
queda dicho, tiene sus variaciones importantes dependiendo del país
del mundo en el que uno se encuentre. Vamos a intentar explicar
esto.

Hay
lugares del planeta en los que sus habitantes se pueden dedicar a
hacer lo que les venga en gana sin mayores limitaciones. En muchos
países del continente americano o africano, cualquier persona puede
colocarse un cesto de frutas sobre la cabeza y salir con ellos a la
calle a venderlos en cualquier avenida de su ciudad. Y nadie le
dirá nada. No tendrá que cumplir ningún requisito legal previo.
Mas, en los países europeos y en otros de los denominados
“desarrollados” (como por ejemplo Japón o los Estados Unidos), al
que encuentren vendiendo frutas con un cesto en la cabeza lo
sancionarán y le prohibirán expresamente continuar con esa
conducta, porque las actividades humanas se encuentran expresamente
reguladas y organizadas.

La
mayoría de las veces no se trata de ausencia de normativa, sino de
incumplimiento de la existente. Este no es un tema a tratar en este
texto, porque no interesa. Eso se lo dejamos a los estudiosos del
derecho, la sociología o la filosofía. Lo traemos a colación para
que el lector que pasa su mirada por estas líneas lo tenga muy
presente si es que no lo sabía. No es lo mismo dedicarse al negocio
de la gestión inmobiliaria en un país europeo que en uno
suramericano o africano.

Y no se
trata de que unos países sean mejores o peores que otros, sino que
son “diferentes”. Las cosas se hacen de formas distintas. De lo que
se trata es de saber qué requisitos preexistentes hay en nuestro
país para ejercer de gestor inmobiliario. Ya se ha comentado antes
que la titulación académica no es un requisito indispensable, o al
menos no lo es en la mayoría de los países del mundo, que se sepa.
De allí que eso lo podemos dar por zanjado. No ocurre lo mismo con
los requisitos previos de la actividad, que variarán dependiendo
del lugar del planeta en que nos encontremos.

Este
libro es un intento de mostrar cómo se puede ejercer de gestor
inmobiliario independientemente del país del mundo en el que se
encuentre el lector. De allí que, siendo tan diversa la casuística
de unas a otras sociedades, tengamos que establecer unos patrones
genéricos que a todos sean de utilidad.

Cada
cual tendrá que investigar en su país cuáles son estos requisitos
legales previos al inicio de la actividad.

Citemos
un ejemplo; España.

¿Cómo
tendríamos que hacer estando en España para dedicarnos a esta
actividad?

Es muy
sencillo.

En
principio, tendríamos que dar dos pasos fundamentales:

1.-
Darnos de alta en el régimen de autónomos de la seguridad social,
y

2.-
Darnos de alta en el Ministerio de Hacienda.


Legalmente hablando, eso viene a ser lo básico, lo
fundamental. Luego están los permisos que hay que sacar en el
ayuntamiento y la inscripción de la actividad en la cámara de
comercio más cercana del lugar donde vayamos a poner nuestra
oficina.

Hay
ciertas ventajas asociadas a esta forma de ejercer como gestor
inmobiliario.

En
primer lugar está el hecho de trabajar solo, independiente, sin
socios. Pocas cosas son más reconfortantes que ser uno su propio
jefe, que no tener que estar rindiendo cuentas de cada cosa que se
hace, de cada paso que se da.

En
segundo lugar está la complicación que trae consigo la creación de
una empresa, como veremos en el siguiente capítulo. Son muchos más
los requisitos y vericuetos legales que hay que sortear para
trabajar en este sector como persona jurídica que como persona
natural. Exigencias que van desde la creación del nombre y el
aporte de un capital mínimo indispensable, hasta la determinación
del tipo de empresa, su consecuente registro a los fines de la
forma de tributar, los empleados que va a tener y su forma de
cotizar a la seguridad social, etc.

Por otra
parte, también está el hecho de que como persona natural podremos
cesar en la actividad cuando mejor nos venga en gana sin mayores
complicaciones. Con una empresa no es lo mismo, porque se trata de
una persona distinta a nosotros mismos de la cual somos
administradores, y en consecuencia, los pasos a dar para el cierre
serán mayores y muy diferentes.

Pero no
todo son ventajas. El ejercicio de este oficio como persona natural
trae consigo también sus consecuencias que tenemos que valorar
previamente con mucha atención antes de decidirnos por una u otra
opción. Quizás, la más importante de ellas sea la cuestión del
surgimiento de las obligaciones.

Cuando
trabajamos por nuestra cuenta, como en todos los actos de nuestra
vida normal, cada paso que damos nos obliga frente a los demás.
Quedamos obligados a cumplir personalmente todo aquello a lo que
nos hemos comprometido. Cuando trabajamos a través de una empresa
interpuesta, quien queda obligada es la empresa y no nosotros
personalmente. Es la empresa la que tendrá que responder por las
obligaciones contraídas por sus administradores o funcionarios
capaces de actuar por ella. Hay que recordar que es una persona
diferente, distinta de nosotros mismos, y en consecuencia, capaz de
ser titular de derechos y obligaciones. Esa es la esencia del
concepto de “persona” desde el punto de vista legal; es todo aquel
capaz de ser titular de derechos y obligaciones.

La
trascendencia de esto va mucho más allá de saber quién queda
obligado o no. Cuando se adquiere una obligación legal, se es
responsable ante el acreedor. Y aquí viene precisamente lo más
importante. ¿Cómo respondemos?

Hay un
principio universal en el derecho que establece que los deudores
están obligados a pagar con sus bienes “habidos” y “por haber”.
Tanto si se es una persona natural como jurídica, la
responsabilidad de los actos siempre es patrimonial. No hay prisión
por deuda, se suele decir.

Pero hay
aquí una diferencia sustancial. Las empresas responden con su
patrimonio propio, nosotros con el nuestro. Si la empresa no puede
responder, va a la quiebra. Si nosotros no podemos responder,
quedaremos endeudados para el resto de nuestra vida. Y si no
podemos pagar mientras vivamos, al fallecer nuestras obligaciones
pasarán a formar parte de nuestra herencia; subsistirán a nuestra
muerte física. Dependerá de nuestros herederos si las aceptan o no,
porque cuando se acepta una herencia hay que hacerse cargo de lo
bueno y de lo malo, es decir, de los derechos y las obligaciones
del causante.

Pero sin
ir tan lejos en la especulación de las posibilidades, lo importante
es dejar claro aquí el concepto de “responsabilidad”. Cuando en el
ejercicio de la gestión inmobiliaria surjan obligaciones a cargo
del gestor, si este es una persona natural tendrá que responder con
su propio patrimonio, presente o futuro, mientras que si se trata
de una de las denominadas “personas jurídicas”, serán estas últimas
las que corran con sus obligaciones. Responderán con sus propios
patrimonios, no con el nuestro.

Hay
mucho listo que solo por esto que acabamos de explicar crea una
empresa; para no exponer su propio patrimonio en el ejercicio de
sus actividades comerciales. Y no se trata del hecho simple de ser
“listo”, sino prevenido, precavido. Si no le van muy bien las cosas
a uno, siempre es mejor tener la previsión de que no hubiese sido
peor.

Cuando
uno se mete en cualquier tipo de actividad o negocio, tan
importante es saber entrar como saber salir. Hay un dicho popular
que dice que hasta el mejor nadador se ahoga. Se pueden tener las
mejores intenciones del mundo, la mejor de las buenas voluntades, y
ocurrir que después de todo nos demos cuenta de que, por el motivo
que sea, cuya casuística no sería posible citar aquí, no nos va
bien en esta actividad. Ser precavido es cosa de sabios.

Pero una
cosa es ser precavido, y la otra es querer ser más listo que todo
el mundo. Es lo que pasa con los estafadores y tracaleros, que se
creen que sabiendo cómo hacer las trampas siempre saldrán airosos.
La siguiente explicación va dirigida a ellos.

No
quiere decir que por el hecho de anteponer una empresa para que sea
ella la que se obligue y no nosotros personalmente, en todo caso
quedaremos exentos de responsabilidad. La mala administración de
una empresa es causante de responsabilidad patrimonial por parte de
sus socios o de la persona o personas encargadas de actuar a su
nombre. Aquí no vale decir: “la responsabilidad no es mía sino de
la empresa”. Si se demuestra la mala fe habrá responsabilidad
patrimonial propia, e incluso penal, delictual.

Cometer
hechos reñidos con la legalidad vigente interponiendo una empresa
de por medio, es un delito agravado por la maquinación fraudulenta
empeñada en cometerlo.

De allí
que lo que se ha expuesto antes solo vale para aquellos que
demuestren que aún habiendo hecho todo lo necesario para que las
cosas les salieran bien, por causas ajenas a su voluntad se llegó
al extremo de que la empresa no tiene capacidad de cumplir con sus
obligaciones.

La
quiebra fraudulenta de una empresa es un delito. Esto también es
importante tenerlo presente.












CAPÍTULO 4

EL GESTOR COMO PERSONA JURÍDICA






La
segunda forma de trabajar en el negocio inmobiliario, es mediante
una persona jurídica, es decir, una empresa.

El
concepto de persona, desde el punto de vista legal, se refiere
tanto a los individuos de la especie humana como a otro tipo de
formaciones susceptibles de ser titulares de derechos y
obligaciones. Ya comentamos en profundidad este extremo en el
capítulo anterior.

Existe
una variedad de sujetos a los que las leyes consideran “personas
jurídicas”. Entre ellos están las fundaciones, las asociaciones
civiles y/o mercantiles, las comunidades, los Estados, etc. Las que
a este texto interesa son las empresas, también denominadas
sociedades mercantiles.

Crear
una empresa es darle vida a un sujeto nuevo. Es como tener un hijo.
Creamos un sujeto que va a tener “vida propia”, por decirlo de
alguna manera. Es decir, va a tener existencia definida distinta a
la de sus socios fundadores. Va a tener la capacidad legal de
contraer deudas, de asumir obligaciones. También va a ser titular
de una serie de derechos sobre sus propios bienes. No se concibe la
existencia de una persona, natural o jurídica, sin patrimonio,
entendiendo por este último al conjunto de derechos y obligaciones
susceptibles de valoración económica de los cuales se es
titular.

Las
empresas son “abstracciones” de la mente humana convertidas en
personas. Son “entes” a los que el derecho reconoce vida propia e
independiente.

Una de
las ventajas de ejercer la gestión inmobiliaria con una empresa, es
que nuestros posibles clientes se fiarán más de nosotros. Al menos
de entrada. No es lo mismo una persona que trabaje por su cuenta y
cargo gestionando inmuebles, que una empresa con su sede comercial,
su oficina para atender a los clientes, su secretaria o secretario,
su nombre, símbolo, eslogan publicitario, etc. Son dos cosas muy
distintas.

Pensemos
en nosotros mismos. ¿De quién nos fiaríamos más?

Como
también vimos en el capítulo anterior, está asimismo la cuestión de
la responsabilidad. No es lo mismo que sea una persona jurídica la
que enfrente con su propio patrimonio las posibles obligaciones que
surjan del ejercicio de la gestión, a que uno mismo exponga su
patrimonio personal y/o familiar.

Como
posible desventaja se encuentra el gasto, tanto de creación como de
gestión.

Pues
bien, supongamos que nos hemos decidido por crear una empresa. ¿Qué
debemos hacer? ¿Cuáles son los pasos a seguir?

Vamos a
ir viéndolos uno por uno.












1) EL NOMBRE COMERCIAL Y EL ESLOGAN.






Lo
primero que tenemos que hacer para crear una empresa es pensar en
su nombre. ¿Cómo la vamos a llamar?

En
nuestro caso debería ser un nombre atractivo desde el punto de
vista comercial, que denote aquello a lo que nos vamos a dedicar.
Esto es solo una sugerencia. Cada cual puede poner a su empresa el
nombre que mejor le parezca. Lo decimos solo por el efecto
publicitario que necesitamos. No es igual decir “Inmobiliaria
Justino” que “Justino y Compañía”. En el primer caso nos viene a la
mente inmediatamente aquello a lo que se dedica la empresa, no así
en el segundo.

Junto
con el nombre, también se puede elegir una imagen representativa,
un símbolo o un eslogan. Aquí ya entra en juego la creatividad de
los fundadores.

Veamos
algunos ejemplos.

Ejemplo
de imagen sería la de un champiñón u otro tipo de seta en forma de
casa.

Ejemplo
de símbolo es el signo de dólar u otro tipo de moneda.

Por
último, ejemplo de eslogan sería “Tu bienestar es nuestro
objetivo”.












2) LA SELECCIÓN DEL TIPO DE EMPRESA







Dependiendo del país en que nos encontremos, nos
corresponderá averiguar con un gestor o directamente ante el
registro mercantil de nuestra ciudad, qué tipo de empresa podemos
crear, y cuáles son sus requisitos básicos de
constitución.

Tenemos
que crear una organización que tenga ánimo de lucro. Esto es muy
importante tenerlo presente. No deberíamos crear una sociedad civil
o una fundación, porque en principio se supone que son entes que no
persiguen beneficios, sino otro tipo de fines (caritativos, de
ayuda, filantrópicos, etc.)

Las dos
formas más conocidas de asociaciones con fines de lucro son las
Sociedades de Responsabilidad Limitada (S.R.L.) y las Sociedades
Anónimas (S.A.), también llamadas en algunos países “Compañías
Anónimas” (C.A.).

Se
diferencian entre ellas en que en las primeras los socios aportan
una “cuota de participación”, mientras que en las segundas el
aporte se realiza en forma de acciones que se pueden vender o
transferir a otra u otras personas. El accionista mayoritario
controla la empresa y nombra los cargos directivos. Son las más
utilizadas.












3) EL DOCUMENTO CONSTITUTIVO






El
documento constitutivo es el acta de nacimiento de nuestra empresa.
En él tenemos que colocar, en forma de cláusulas, todos los
extremos referentes a ella; el nombre de la empresa y el eslogan
que vamos a utilizar de ser el caso, la identificación completa de
los socios o socias, el capital que aporta (especificando si se
aporta en efectivo o en bienes muebles o inmuebles), el domicilio
social, los nombres de los administradores y/o directivos, etc.,
etc., etc.

Este
tipo de documentos normalmente ya existen en forma de formularios.
Lo único que hay que hacer es rellenar los datos y presentarlo ante
el registro mercantil de la localidad donde vaya a tener su sede
nuestra empresa. No debemos complicarnos con esto. Hacemos el
comentario solo con fines de ilustración.

Con el
documento de la empresa ya registrado, tenemos que ir a la
Tesorería de la Seguridad Social (en el caso de España) a dar de
alta a los trabajadores que van a laborar activamente. No es
necesario que todos los socios se den de alta en la seguridad
social, a menos que vayan a trabajar efectivamente. En el caso
español, los socios tienen que darse de alta en el régimen de
autónomos y no el general por no admitirlo la ley. La ley solo
admite que se de alta en el régimen general a aquellos empleados o
administradores que no sean socios.

También
tenemos que acudir con nuestro documento a la sede de la Agencia
Tributaria más cercana a nuestra localidad a los fines tributarios
correspondientes.

Al final
de este capítulo, a modo ilustrativo, se anexan dos modelos de
documentos constitutivos de empresas. Uno para Sociedad Anónima
(S.A.) y otro para Sociedad de Responsabilidad Limitada
(S.R.L.).












4) LA SEDE COMERCIAL






Esta es
una parte fundamental. Una buena sede es garantía de clientes. No
es igual tener la sede de la empresa en una avenida muy transitada,
que en un pasadizo de un edificio comercial poco
transitado.

En la
sede de nuestra empresa no necesitaremos de mucho para arrancar. Si
disponemos de un buen capital tanto mejor, pero si nuestro capital
es limitado tampoco debemos preocuparnos en demasía. Lo más
importante de este tipo de negocio es la actividad humana, no la
sede.

¿Qué
necesitamos básicamente?

1)
Escritorios,

2)
Sillas,

3) Línea
de teléfono fijo y

4)
Conexión a internet

Eso es
lo básico. Todo lo demás que podamos añadir está bien en tanto y en
cuanto contribuya a lograr nuestros fines, pero no es
indispensable.

Ya
tenemos nuestra sede, con o sin empresa. Sigamos adelante
entonces.












ANEXO I

MODELO DE DOCUMENTO CONSTITUTIVO DE UNA SOCIEDAD
ANÓNIMA






TÍTULO
I.- DENOMINACIÓN, DURACIÓN, DOMICILIO Y OBJETO

Artículo
1º.- Denominación.

La
sociedad se denomina “ …………………………. , S.A.”, y se regirá por los
presentes estatutos, así como por las disposiciones legales que le
sean aplicables en cada momento.

Artículo
2º.- Duración.

La
sociedad tendrá una duración de carácter indefinido, dándose
comienzo al inicio de sus operaciones el día en que se otorgue su
escritura de constitución, sin perjuicio de las consecuencias
legales previstas para los actos y contratos celebrados en nombre
de la sociedad en momentos anteriores al de su inscripción en el
Registro Mercantil.

Artículo
3º.- Domicilio social.

El
domicilio social se halla situado en …………………………. , calle
…………………………. número …………………………. piso …………………………. , por ser éste el
lugar en el que radican su efectiva dirección y
administración.

El
órgano de administración podrá decidir la creación, supresión y
traslado de sucursales.

Artículo
4º.- Objeto social.

La
Sociedad tendrá como objeto social ………………………….

Las
actividades enumeradas podrán ser desarrolladas por la Sociedad de
modo directo o indirecto, total o parcialmente, mediante la
titularidad de acciones o participaciones en sociedades con objeto
análogo o idéntico.

TÍTULO
II.- CAPITAL SOCIAL Y SUS ACCIONES

Artículo
5º.- Capital social.

El
capital social se cifra en …………………………. euros (mínimo 60.000 euros),
y se halla totalmente suscrito y desembolsado.

Con
carácter general y salvo en el caso de que en el acuerdo de aumento
de capital y emisión de nuevas acciones se acuerde otra cosa, se
faculta al Consejo de Administración para acordar la forma y las
fechas en que deberán efectuarse los oportunos desembolsos, cuando
existan dividendos pasivos y éstos deban ser satisfechos en
metálico, respetando en todo caso el plazo máximo de 5
años.

Cuando
los dividendos pasivos pendientes deban ser desembolsados mediante
aportaciones no dinerarias, la Junta General que haya acordado el
aumento de capital deberá determinar asimismo, la naturaleza, valor
y contenido de las futuras aportaciones, así como la forma y el
procedimiento para efectuarlas y mencionando expresamente el plazo,
que en ningún caso podrá exceder de 5 años, computados desde la
constitución de la sociedad o, en su caso, desde la fecha de la
adopción del correspondiente acuerdo de aumento de
capital.

Artículo
6º.- Número de acciones y su representación.

El
capital social descrito en el Artículo 5º de los presentes
estatutos se halla dividido en …………………………. acciones nominativas de
…………………………. euros de valor nominal cada una de ellas, siendo todas
ellas de la misma clase, que se hallan representadas mediante
títulos nominativos numerados de manera correlativa con los números
…………………………. a…………………………. , ambos inclusive, conteniendo todas ellas
las menciones exigidas por la Ley.

Todas
ellas se hallan suscritas y desembolsadas en su
totalidad.

La
sociedad podrá/no podrá emitir resguardos provisionales y títulos
múltiples (en su caso, en las condiciones y con los requisitos
exigidos por la Ley).

Artículo
7º.- Derechos de los accionistas

Todas
las acciones confieren a su titular legítimo la condición de socio,
al que atribuyen los derechos reconocidos en la Ley y en los
presentes estatutos.

Como
mínimo, todos los accionistas ostentan los siguientes
derechos:

*
Derecho a participar en el reparto de las ganancias sociales y en
el patrimonio resultante de la liquidación, en los casos en que
éstos sean procedentes.

*
Derecho de suscripción preferente en la emisión de nuevas acciones
o de obligaciones convertibles en acciones.

*
Derecho de información.

*
Derecho de decidir y votar en las Juntas Generales de la sociedad,
así como de impugnar los acuerdos sociales.

Se
establece la atribución del derecho de un voto por acción, así como
se reserva a la sociedad el derecho a la emisión de acciones sin
voto en la cuantía y con los requisitos legalmente
establecidos.

Artículo
8º.- Régimen de la transmisión de las acciones.

Las
acciones son valores mobiliarios libremente transmisibles conforme
a Derecho.

TÍTULO
III.- ÓRGANOS SOCIALES

Artículo
9º.- Disposiciones generales

Son
órganos de la sociedad la Junta General de Accionistas, como órgano
supremo y deliberante que manifiesta la voluntad social por mayoría
en los asuntos de su competencia, y el Consejo de Administración,
al que le corresponden las funciones de gestión, administración y
representación de la sociedad, con las facultades que legalmente
tiene atribuidas, así como por las que le son reconocidas en los
presentes estatutos.

Sección
Primera: Juntas Generales

Artículo
10º.- Junta General

Los
accionistas que legal y válidamente se constituyan en Junta General
decidirán por mayoría en los asuntos que sean competencia de la
Junta.

Todos
los socios, incluidos los disidentes y los que no hayan participado
en la reunión, quedan sometidos a los acuerdos adoptados por la
Junta General, sin perjuicio de su derecho de impugnación de los
mismos, en los supuestos previstos legalmente, y cuando concurran
los requisitos precisos al efecto.

Artículo
11º.- Clases de Juntas Generales

Las
Juntas Generales de Accionistas podrán ser ordinarias o
extraordinarias, y deberán ser convocadas por los Administradores
sociales.

La Junta
General ordinaria, que deberá haber sido previamente convocada,
deberá celebrarse de manera necesaria dentro de los seis primeros
meses de cada ejercicio económico con el objeto de censurar la
gestión social, aprobar, en su caso, las cuentas del ejercicio
anterior, y resolver sobre la aplicación del resultado obtenido,
según el balance que sea aprobado al efecto, sin perjuicio de otros
asuntos que puedan ser tratados en la misma, de conformidad con lo
previsto en el correspondiente Orden del Día.

Todas
las Juntas Generales distintas a la Junta General ordinaria se
considerarán Juntas Generales Extraordinarias y deberán celebrarse
siempre que los Administradores de la sociedad lo consideren
oportuno o conveniente para los intereses de la sociedad y, en todo
caso, cuando así sea solicitado por un número de socios titulares
de al menos un 5% del capital social, quienes habrán de expresar en
su solicitud los asuntos que consideren que deban tratarse en dicha
Junta. En este caso, la Junta deberá ser convocada por los
Administradores para su celebración dentro de los dos meses
siguiente al del requerimiento a los Administradores, debiendo
incluirse en su Orden del Día, por lo menos, los asuntos plasmados
en la solicitud de los socios.

Artículo
12º.- Lugar y fecha de celebración

Las
Juntas Generales se celebrarán en el lugar de la localidad del
domicilio social y en la fecha señaladas en la convocatoria, y
podrán prolongar sus sesiones durante uno o más días
consecutivos.

Las
Juntas Universales podrán celebrarse en cualquier lugar y
localidad.

Artículo
13º.- Convocatoria

Tanto
las Juntas Generales Ordinarias como las Extraordinarias deberán
ser convocadas, previo acuerdo del Consejo de Administración, por
su Presidente, mediante anuncio publicado en el Boletín Oficial del
Registro Mercantil y en uno de los diarios de mayor circulación en
la provincia en la que la sociedad tiene su domicilio.

Los
anuncios deberán ser publicados con una antelación mínima de un
mes.

En el
anuncio deben constar todos los asuntos que deban
tratarse.

También
puede hacerse constar la fecha en la que, en su caso, deba
celebrarse la reunión en segunda convocatoria. En todo caso, entre
la primera y la segunda convocatoria deberá mediar un intervalo
mínimo de 24 horas.

Si la
segunda convocatoria no se hubiere previsto en el anuncio de la
primera, deberá convocarse en los quince días siguientes a la fecha
de la Junta no celebrada, con los mismos requisitos de publicidad,
y con ocho días de antelación, como mínimo, a la fecha de su
celebración.

En la
convocatoria de la Junta General Ordinaria será preceptiva la
mención expresa al derecho de todo accionista a obtener de la
sociedad de manera inmediata y gratuita los documentos que vayan a
ser objeto de aprobación.

En caso
de que la Junta General Ordinaria o Extraordinaria vaya a decidir
sobre algún aspecto modificativo de los presentes estatutos, deberá
expresarse en el anuncio de la convocatoria, con la debida
claridad, los extremos que pretenden modificarse y el derecho que
asiste a todos los accionistas de examinar en el domicilio social
el texto íntegro de la modificación propuesta y el informe que
sobre la misma habrá debido elaborarse de manera preceptiva, así
como el de pedir la entrega o el envío de dichos
documentos.

Pese a
todo lo establecido en los párrafos precedentes, se reconoce la
posibilidad de celebración de Junta General Ordinaria o
Extraordinaria y de tratar en ella cualquier asunto, sin necesidad
de que se cumplan las formalidades citadas, cuando estando presente
todo el capital social desembolsado, los asistentes acepten por
unanimidad su celebración, Junta que por sus especialidades se
denominará Junta Universal.

La
convocatoria judicial se regirá por las disposiciones legales
previstas al efecto.

Artículo
14º.- Quórum en supuestos generales.

En
general, la Junta General, sea Ordinaria o Extraordinaria, quedará
válidamente constituida en primera convocatoria cuando los
accionistas presentes o representados posean por lo menos el 25%
del capital social suscrito con derecho a voto. (Puede establecerse
un quórum superior)

En
segunda convocatoria será válida la celebración de la Junta
cualquiera que sea el capital que concurra a la misma.

Artículo
15º.- Especialidades del quórum en determinados
supuestos.

No
obstante lo previsto en el artículo precedente, para que la Junta
General Ordinaria o Extraordinaria puedan adoptar los acuerdos que
se refieran a la emisión de obligaciones, el aumento o disminución
del capital, la transformación, fusión, escisión o disolución de la
sociedad por alguna de las causas previstas en el artículo 363 del
Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, y en general,
para la válida adopción de cualquier acuerdo que suponga una
modificación de los presentes estatutos, deberán concurrir a ella,
en primera convocatoria, accionistas presentes o representados que
posean por lo menos el 50% del capital suscrito con derecho a voto.
En segunda convocatoria será suficiente la concurrencia de
accionistas presentes o representados que posean por lo menos el
25% del capital suscrito con derecho a voto, pero teniendo en
cuenta que si concurren accionistas que representan menos del 50%
de dicho capital, los acuerdos citados sólo podrán adoptarse
válidamente con el voto favorable de los dos tercios del capital
presente o representado en la Junta. (Pueden fijarse quórum o
mayorías superiores)

Artículo
16º.- Asistencia a las Juntas

Todo
accionista que tenga inscritas sus acciones en el Libro Registro de
Acciones Nominativas con, al menos, 5 días de anterioridad al de la
fecha de celebración de la Junta, podrá acudir a la misma
personalmente o representado por medio de otra persona,
independientemente del carácter o no de accionista de ésta
última.

A
efectos de la asistencia por medio de representante los accionistas
tendrán derecho a solicitar y obtener de la sociedad, en cualquier
momento desde la publicación de la convocatoria hasta el inicio de
la Junta, la correspondiente tarjeta de asistencia.

La
representación deberá conferirse por escrito o por escrito o por
medios de comunicación a distancia que cumplan con los requisitos
previstos para el ejercicio del derecho de voto a distancia
contemplado en el artículo siguiente, y con carácter especial para
cada Junta, excepto en los casos en que el representante sea el
cónyuge, ascendiente o descendiente del representado, o cuando se
haya conferido poder a medio de documento público con facultades
para administrar todo el patrimonio que el representado tenga en
territorio nacional.

Los
Administradores deberán asistir también a las Juntas Generales.
Podrán asistir también los Directores, Gerentes, Apoderados,
Técnicos y demás personas que a juicio del Presidente de la Junta
deban estar presentes en la reunión por tener interés en la buena
marcha de los asuntos sociales.
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